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Presentación

La reforma constitucional en materia de derechos huma-
nos del 10 de junio de 2011 implicó la modificación de 
once de sus artículos teniendo una enorme repercusión 
en el sistema jurídico mexicano. Ahora existe una con-
cepción más amplia de los mismos. Por ejemplo, los dos 
primeros párrafos del artículo primero incorporaron el 
término derechos humanos, supliendo el de garantías in-
dividuales, que implica mucho más que un cambio de 
palabras; la concepción de que la persona goza de los 
derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución co
mo en los tratados internacionales; la interpretación con­
forme que debe hacerse con esas disposiciones; el princi-
pio pro persona; la obligación de todas las autoridades 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
Por otra parte, se obliga al Estado a prevenir, investigar, san-
cionar y reparar las violaciones a los derechos humanos 
cuando ocurran.

La inclusión expresa de las obligaciones que tienen 
las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, como lo 
es la promoción de los derechos humanos y tenerlos 
como eje de su actuación, debe entenderse como un ele-
mento clave para prevenir su violación y es una enco-
mienda directa para los organismos protectores de derechos 
humanos en el país, como lo es esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos.

Una reforma de tal envergadura genera la necesidad 
de contar con materiales de estudio para su mejor compren
sión a fin de responder a las nuevas realidades, necesida-
des y problemáticas que aquejan a la sociedad mexicana 
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*	 Colección sobre la protección constitucional de los derechos humanos y Colección 
sobre los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA).

y que merecen nuestra atención. Su complejidad amerita 
reflexiones en diversas temáticas, desde distintos enfo-
ques y especialidades. Es por ello que resulta indispen
sable el permanente estudio y análisis de los derechos 
humanos.

La presente “Colección de textos sobre derechos hu-
manos” es un espacio de estudios académicos que anali-
za diferentes contenidos relacionados con los derechos 
humanos que pueden contribuir a su conocimiento, de-
biendo la población en general estar atenta y cercana a 
los cambios legislativos, a las medidas administrativas 
que se realizan y al desarrollo jurisprudencial que se va 
produciendo, con la pretensión de generar una constante 
sinergia entre la teoría y la praxis nacional.

Entre los temas abordados hasta el momento desta-
can los estudios teóricos que permiten una introducción 
y mejor comprensión sobre el origen y la evolución histó-
rica de los derechos humanos, así como el debate con-
temporáneo de los mismos. Asimismo, otros son de pri-
mordial estudio para el acercamiento a la protección no 
jurisdiccional de los derechos humanos, los grupos en 
situación de vulnerabilidad y de los pueblos y comunida-
des indígenas. También la colección se integra con artícu-
los que abordan los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y las modificaciones incorporadas en 2011, 
temáticas que han sido objeto de otras Colecciones de 
esta Comisión Nacional.* Por otro lado, se pueden iden-
tificar algunos estudios que versan sobre tópicos cuyo de-
bate nacional sigue vigente, generándose normatividad al 
respecto, como las reformas en materia penal, la presun
ción de inocencia, la prohibición de tortura y de desa
parición forzada de personas y los derechos de las vícti-
mas de los delitos.
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La presente serie se integra con los siguientes títulos: 
1) Origen, evolución y positivización de los derechos hu­
manos; 2) Aproximaciones teóricas al debate contemporá­
neo de los derechos humanos; 3) La evolución histórica de 
los derechos humanos en México; 4) Los pueblos indíge­
nas de México y sus derechos: una breve mirada; 5) Dere­
cho Internacional Humanitario; 6) Estado de Derecho y 
Principio de Legalidad; 7) La protección no jurisdiccional de 
los derechos humanos en México; 8) Panorama general 
de los DESCA en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos; 9) La desaparición forzada de personas; 10) La 
prevención y la sanción de la tortura; 11) Los derechos 
humanos de las víctimas de los delitos; 12) Aspectos cultu­
rales de la discriminación a la luz de algunos instrumentos 
internacionales de derechos humanos; 13) Libertad de ex­
presión y acceso a la información; 14) Presunción de ino­
cencia; 15) Algunas resoluciones relevantes del Poder Judi­
cial en materia de derechos humanos; 16) La Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y la acción de incons­
titucionalidad de ley; 17) Grupos en situación de vulnera­
bilidad; 18) Los estándares internacionales de los derechos 
humanos: un sistema de derechos en acción; 19) Dere­
chos humanos de los pueblos indígenas: el debate colo­
nial y las Leyes de Indias de 1681; 20) Agua y derechos 
humanos; 21) Cultura de la legalidad y derechos huma­
nos; 22) De la cultura de la legalidad a la cultura de los 
derechos humanos; 23) Diálogo jurisprudencial y protec­
ción de los derechos humanos; 24) El derecho a la partici­
pación y a la consulta en el desarrollo. Retos para México; 
25) El derecho humano al voto; 26) La identificación y la 
trata de personas, un par de problemas que enfrentan las 
personas que migran; 27) La justiciabilidad del derecho al 
agua en México; 28) La personalidad jurídica en la desapa­
rición forzada; 29) La trata de personas como violación a 
los derechos humanos: el caso mexicano; 30) Migración 
en tránsito, pobreza y discriminación en el territorio mexi­
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cano; 31) Multiculturalidad, ciudadanía y derechos huma­
nos en México. Tensiones en el ejercicio de la autonomía 
indígena; 32) Narrativas interdisciplinarias sobre desapari­
ción de personas en México; 33) Proteccionismo, dere­
chos humanos y seguridad social de los adultos mayores. 
Hacia una mejor calidad de vida; 34) Una mirada a los 
derechos de las niñas y los niños: su resignificación, y 35) 
Violaciones a los derechos humanos del imputado en la 
etapa de investigación.

Esta Colección, desde la perspectiva de cada uno de 
los autores —a quienes agradecemos que compartan su 
experiencia y visión de los temas— pretende contribuir a 
impulsar la difusión de los derechos humanos entre todas 
las personas, así como a fortalecer su cumplimiento.

Al igual que todas las colecciones de esta Comisión 
Nacional, el lector podrá encontrar, en nuestro sitio web, 
la versión electrónica de estos títulos.

Lic. Luis Raúl González Pérez,
Presidente de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos
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I. Introducción

La reciente reforma constitucional en materia de derechos 
humanos publicada el 10 de junio de 2011, significó para el 
orden jurídico mexicano un cambio de paradigma funcio-
nal. El decreto de reforma afectó el contenido y la redacción 
de 11 artículos constitucionales: 1o., 3o., 11, 15, 18, 29, 
33, 89, 97, 102 y 105,1 en cuyo contenido se preveía origina
riamente el régimen jurídico de los derechos fundamentales, 
el contenido de algunos de ellos, así como la reglamentación 
de algunas competencias de las autoridades jurisdicciona-
les y administrativas en la materia.

La reforma constitucional incidió en el fenómeno ju
rídico de tres formas diferentes, esto es, tuvo una incidencia 
jurídica, una epistemológica y una ética. Jurídicamente la 
reforma constitucional estableció un nuevo paradigma con-
ceptual del presupuesto de validez material de todo el or-
den jurídico, al haberse redefinido por la influencia de la 
filosofía garantista que posiciona a los derechos humanos 
como premisa fundamental de la actuación del Estado y co
mo el único criterio universalmente válido para la interpre-
tación jurídica de todo el fenómeno normativo. Dentro de 
este contexto, las autoridades legislativas, jurisdiccionales y 
administrativas, así como aquellas pertenecientes a los orga
nismos que se erigen al amparo de la excepción al principio 
de la división de poderes, están obligadas constitucional-
mente a que dentro de sus límites competenciales, prote-
jan, reparen y promuevan los derechos humanos a través 
de la racionalización humanitaria de toda la legislación, de 
la estricta y cabal aplicación del principio pro persona, y 
finalmente, de la implementación de una política jurídica 

1	 Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero 
y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos. Diario Oficial de la Federación, Primera Sección, 10 de junio de 2011, pp. 2-5.
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humanista auspiciada de una administración pública ga-
rantista. 

Epistemológicamente la reforma constitucional afectó 
dos conceptos fundamentales del orden jurídico, los cuales 
están relacionados íntimamente con el problema de la jus­
tificación o fundamentación del derecho y con la suprema­
cía constitucional del orden jurídico; tales conceptos son 
los relativos a la validez material del orden jurídico y la jerar­
quía normativa. En cuanto a la validez material del orden 
jurídico, la reforma constitucional reconoció expresamente 
una orientación iusnaturalista en la concepción del dere-
cho, al haber sustituido los verbos transitivos “otorgar” por 
“reconocer”, y los sustantivos “individuo” por “persona” de 
la redacción de los artículos 1, 11 y 33;2 lo cual permitió con
cluir que la ratio legis había aceptado finalmente las tesis 
básicas del derecho natural. 

Éticamente la reforma impacto también un nivel con-
ceptual y concurrió con la influencia epistemológica respec
to del concepto de persona como el punto de partida del 
reconocimiento jurídico de los derechos humanos, así como 
su centro de imputación. El concepto persona se empleó 
redefinido en la reforma para así calificar específicamente a 
los seres humanos como los dueños de los derechos por 
antonomasia, lo que significó prima facie que la racionali-
dad de la Constitución política mexicana estaría orientada 
en asumir seriamente una teoría ética conjuntamente obje-
tivista y deontológica, en la cual, el ser humano es visto 
como el universo particular en el que confluyen elementos 
objetivos de moralidad como la dignidad (más lo que ésta 
conlleva) y algunos otros de naturaleza deontológica al es-
tilo kantiano como lo sería la racionalidad práctica para 
seguir el bien, por medio de la aceptación de obligaciones 

2	 En los cuales sólo los artículos 11 y 33 prescindieron de la modificación de los ver­
bos transitivos.
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y el goce de prerrogativas o libertades merecidas a causa 
de éstas. 

La orientación ética escogida por el poder reforma-
dor de la Constitución elevó ontológicamente al ser humano 
al nivel de un objeto metafísico, cuya característica ontoló-
gica principal es la de ser un objeto en el que convergen 
tanto objetos reales, ideas y valores, de la misma forma que 
lo hacen en la vida, la muerte, la naturaleza y Dios.3

Vista desde este enfoque tripartito, la reforma constitu-
cional en comento implicaba no sólo un cambio jurídico re
levante para el derecho mexicano, sino también un cambio 
de carácter social. Dentro de este contexto, el nuevo mode-
lo de ordenación también anunciaba el nacimiento de una 
nueva cultura jurídica o por lo menos de un entendimien-
to colectivo que aceptara a los derechos humanos como eje 
central de la vida jurídica, política, económica y social de 
México. El panorama no se mostraba en nada desalentador 
y un gran entusiasmo proveniente de todos los sectores de 
la población celebró su existencia. Sin embargo, la reforma 
constitucional no aconteció de la misma forma para todos 
sus destinatarios, su cambio jurídico no significó el cambio 
social que se esperaba, sino que provocó otros más que se 
posicionaron en un lugar intermedio entre los polos del de-
recho y de la realidad. 

Si bien es cierto que nuestra sociología del derecho 
contemporánea establece y justifica la dicotomía entre 
cambio jurídico y cambio social como los dos extremos de 
un conducto, también lo es que en el caso de la reforma 
constitucional la dicotomía no se desenvolvió en las longi-
tudes estimadas, sino que el cambio jurídico se detuvo en 
las posiciones céntricas de las transformaciones institucio
nales y doctrinales de los grupos burocrático y académico del 
derecho en México, ya que fueron los funcionarios públicos 

3	 Vid. Manuel García Morente, Lecciones preliminares de filosofía. 18a. ed. México, Po­
rrúa, 2005, p. 257.
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y los académicos quienes tuvieron una afectación directa 
en su realidad y, a causa de ello, comenzaron tanto a aceptar 
como a resistir los efectos de la reforma constitucional. 

Lo anterior conduce a pensar que la reforma tuvo im-
plicaciones generales con efectos particulares, lo cual es 
cierto, pero no basta sólo con dicha afirmación, los grupos 
a los que nos hemos referido respondieron concienzuda-
mente a determinaciones culturales que para otros son im-
perceptibles. No todos los funcionarios públicos y los juristas 
son plenamente dominantes de la realidad jurídica y de los 
derechos humanos, pero sí son más propensos a experi-
mentarla que cualquier otro ciudadano o profesional, lo 
que conlleva la oportunidad de anticipar una respuesta y 
detentar una mejor posición en los vaivenes del desenvolvi-
miento cultural. 

Una vez que fue obligatorio el contenido de la refor-
ma, los debates sobre su racionalidad no se hicieron esperar 
y un sinfín de opiniones provenientes de la burocracia y de 
la academia salieron a la luz.4 Como en todo debate de ín-
dole humanista las opiniones que más ganaron adeptos y 
futuros portavoces fueron aquellas que contendieron como 
contradictorias. Estas opiniones reprodujeron la tensión en-
tre la celebración y la completa aprobación por un lado, y 
el escepticismo y la desconfianza por el otro; las opiniones 
aprobatorias consintieron automáticamente que con el 
cambio jurídico acontecido se alcanzaba un cambio social 
a gran escala, (a pesar de que la dimensión del cambio era 
mucho menor) mientras que las que demostraban la des-
confianza se justificaban en el desconocimiento de las ver-
daderas razones que políticamente habían llevado al Estado 
a enfatizar normativamente lo que ya existía regulado en el 

4	 Debe tomarse en cuenta que también los medios de comunicación masiva tuvieron 
una importante participación en el debate nacional en materia de derechos hu­
manos, no obstante, el foro gubernamental y el académico tuvieron el protagonismo 
de la discusión.
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texto constitucional, así como la falta de técnica para siste-
matizar adecuadamente el contenido de la reforma.

Gracias a estas dos facciones (que a pesar de identificar­
se como la alta burocracia y la academia, no se encontra-
ban determinadas específicamente) el tema de los derechos 
humanos se volvió lo más importante dentro de la discusión 
jurídica mexicana de los siguientes años, no obstante lo pa-
radójico de la mecánica de su argumentación por parte de 
éstas. Sería demasiado arriesgado encasillar a una de las 
facciones con un tipo específico de opinión, pero aunque 
fuera esto lo que se quisiera, las probabilidades de lograrlo 
serían difíciles, ya que las opiniones que se realizaron de 
forma abierta y pública (la mayoría de ellas en actos proto-
colarios) por parte de la alta burocracia y la academia fue-
ron siempre en apoyo a los derechos humanos y nunca en 
detrimento de éstos.

Ante esto surgen inevitablemente las siguientes pre-
guntas: ¿en dónde está el punto de contradicción entre estas 
facciones?, ¿hay alguna justificación para considerar a la 
alta burocracia y a la academia como dos facciones enfren-
tadas sobre un mismo tópico?, ¿de qué forma podría opinar-
se en contra de algún tema cuando al mismo tiempo se está 
a favor? Las respuestas a estas tres interrogantes se obtienen 
analizando y contestando la última de las tres preguntas 
formuladas, pues es ahí donde se halla el meollo del asun-
to. Por extraño y complicado que parezca a la razón, una de 
las facciones ha logrado vulnerar los principios lógicos de no 
contradicción y de tercero excluido, al conseguir ser y no ser 
al mismo tiempo; nos referimos desde luego a la alta buro-
cracia.

Sin hacer valer ninguna postura preferencial sobre al-
guna de las dos facciones en tratamiento, es necesario su-
brayar que la alta burocracia goza de facultades que la 
academia no detenta, por virtud de su estructura jurídica y 
de sus fines. Un alto burócrata, por ejemplo, el Presidente de 
la República, en tanto persona individual goza de una exis-
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tencia física determinada y expresa una conciencia, lo que 
podríamos llamar identidad. Sin embargo, además de esa 
identidad goza de una calidad jurídica que lo enviste de 
una personalidad ficta adicional, la cual lo faculta para ejer-
cer (si se nos permite la expresión) otra existencia, en este 
caso jurídico-política, ya no del mundo natural.

Por otro lado, si pensamos en un académico, ya sea un 
investigador de algún instituto o centro de estudios, o bien 
en algún docente universitario, será claro para nosotros que 
no goza de tal dualidad, a menos que se diera el caso ex-
cepcional de que tal académico reuniera también la cua-
lidad de burócrata (lo cual comienza a ser más frecuente 
hoy día). El punto consiste en percibir que las opiniones 
realizadas de manera abierta por un académico no pueden 
ser encubiertas, modificadas o tergiversadas por una doble 
dimensión de identidad que pueda expresar una postura 
en un sentido por un lado y otra muy diferente en una lati-
tud alterna, cuestión que sí sucede muy a menudo en la 
burocracia.

Sin detrimento de todos aquellos burócratas que reali-
zan sus labores con apego a la legalidad, que seguramente 
son un buen número, es preciso apuntar que el burócrata, a 
diferencia del académico, puede adoptar una postura de
terminada sobre un tema en lo individual, pero al mismo 
tiempo, a través de sus actos como servidor público, puede 
afirmar todo lo contrario. El ejemplo más claro de esta posi-
ble duplicidad sería una declaración del Presidente de la 
República ante los medios de comunicación sobre una po-
lítica migratoria humanista y meses después dicha política 
es presentada a través de una iniciativa de ley que contem-
pla la creación de medidas que dificultan todavía más el 
paso de migrantes en el país. También podría pensarse en 
una declaración del Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, en una rueda de prensa o en un evento 
protocolario, en la que se compromete con la promoción 
y protección de los derechos humanos y en días posterio-
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res, en una sesión del pleno de dicho Alto Tribunal, vota en 
contra de éstos cuando se plantea concretamente una vul-
neración.

Este tipo de sucesos, en nada ajenos a la realidad mexi-
cana, son una muestra de que el burócrata puede construir 
un discurso adverso a los derechos humanos de forma táci-
ta y al mismo tiempo diluir su identidad en la complejidad 
estructural de la institución a la que representa, lo que im-
plica renunciar o desconocer el compromiso expreso que 
tiene con los derechos humanos. Esta ha sido la estrategia 
que más de un burócrata ha empleado para generar un dis-
curso contra derechos sin hacerlo de forma expresa, razón 
suficiente para que la facción académica oponga un discur-
so pro derechos y acontezca en automático la ya aludida 
confrontación de criterios. De hecho, sin temor a equivo-
carnos, la mayor parte del discurso en favor de los derechos 
humanos proveniente de la academia ha sido producto de 
la reacción de los juristas ante actos del Estado que contra-
dicen sus compromisos constitucionales.

Ahora bien, las causas de este fenómeno de multipli-
cidad de posicionamientos son variadas, algunas pueden 
apuntar a la integridad moral de las personas que ostentan 
los cargos públicos, otras más a las dinámicas de los órde-
nes político y económico a los que se sujeta también el po-
der público, y finalmente razones de índole profesional. No 
obstante, una de las causas que constantemente pasan por 
alto los estudiosos que indagan la resistencia al fenómeno 
de los derechos humanos es la de la cultura jurídica y su 
transformación en los integrantes del mundo jurídico, quie-
nes son, como ya lo hemos dicho, los que protagonizan el 
intercambio de argumentos en el debate nacional sobre la 
materia.

Como ya también se ha podido apuntar, la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos no fue una 
enmienda con efectos funcionales para la sociedad, sino 
que funcionalmente estuvo a cargo de los profesionales del 
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derecho involucrados en la función pública en cualquiera 
de sus diferentes facetas (legislación, jurisdicción y admi-
nistración pública). Esto naturalmente trajo consigo com-
plejidades no esperadas, pues a pesar de que los abogados 
conforman un mismo mundo profesional, su trabajo es muy 
variado así como las perspectivas que tienen del fenómeno 
jurídico, lo cual representa un crecimiento considerable de 
la complejidad cultural en la que se hallan inmersos.

Sin restar la importancia que en su momento pudiesen 
tener las otras causas que explican la duplicidad del discur-
so, estimamos que la dinámica de la cultura jurídica de los 
abogados es el principal motivo de que exista una resisten-
cia todavía considerable por parte de una de las facciones 
más representativas del mundo de la abogacía hacia la re-
forma constitucional en materia de derechos humanos. Esta 
causa es en sí explicativa de la existencia de las dos prin-
cipales facciones del mundo de la abogacía e implica de 
manera indirecta a las otras causas del problema. La com-
plejidad de la cultura jurídica de este gremio ha seguido de 
cierta forma la configuración de las otras dos dicotomías ya 
empleadas; aunado a los binomios burocracia-academia y 
discurso pro derechos-discurso contra derechos, tenemos a 
dicha complejidad moviéndose en los extremos de una cul-
tura de la legalidad y una cultura de los derechos huma-
nos, así como también una transición de la primera hacia la 
segunda.

Los términos en los que hemos expresado estas tres 
dicotomías no son interdefinibles, es decir, la burocracia no 
puede traducirse siempre a un discurso contra derechos ni 
a una cultura de la legalidad, por otro lado, la academia no 
equivale siempre a un discurso pro derechos ni a la cultura de 
los derechos humanos, existen excepciones en la iteración 
de los términos y la posibilidad de variables es amplia, por 
lo que, vale la pena descifrar cuáles son las reiteraciones 
más favorables para entender la confrontación de los dis-
cursos que ya hemos mencionado y vislumbrar la evolución 
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que este debate tendrá en el futuro, y lo más importante, qué 
implicaciones tendrá respecto de las obligaciones que la 
Constitución política ha ordenado asumir.

II. Reflexionando  
el concepto de cultura jurídica

A. La ambigüedad del concepto y sus dificultades

El concepto de cultura jurídica no goza de un consenso ge
neral entre los estudiosos de las humanidades que se han 
visto necesitados de éste para explicar alguna realidad o 
bien para explicarlo en sí mismo; sociólogos, sociólogos del 
derecho, juristas y filósofos del derecho (sólo por mencio-
nar algunos) han coincidido en algunos elementos, pero las 
discusiones siguen vigentes. Lawrence Friedman considera 
que la cultura jurídica es un concepto que permite explicar 
variables relacionadas con la motivación por la cual las per-
sonas acuden al derecho en su vida cotidiana.5 A esta perspec
tiva el autor la denomina cultura jurídica externa e implica 
a todas aquellas personas que son ajenas al mundo jurídico 
(que no conocen profesionalmente el derecho).

Por otro lado, se halla la cultura jurídica interna e invo-
lucra a todos los agentes del derecho, es decir, a las perso-
nas que sí le conocen profesionalmente y que su actividad 
tiene un impacto fundamental en la percepción que los in-
tegrantes de la dimensión externa tienen del fenómeno jurí-
dico. Las perspectivas interna y externa de la cultura jurídica 
representan para Friedman una herramienta muy valiosa en 
la investigación socio-jurídica, ya que estas dos dimensio-

5	 David Nelken, “Repensando el concepto de cultura jurídica”, en José Antonio Ca­
ballero et al., coords., Sociología del Derecho. Culturas y sistemas jurídicos comparados. Vol. 
II, México, UNAM-IIJ, 2010.
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nes refieren lo que la gente piensa sobre el derecho, los abo
gados y el orden legal, las ideas, actitudes y opiniones en 
relación al sistema jurídico.6 Sin embargo, su propuesta ha 
sido objeto de múltiples críticas por parte de otros estudio-
sos del concepto, al considerar, en términos generales, que 
Friedman abusa de la extensión del concepto para referirse 
con el mismo término no sólo a variables, sino también a 
agregados de esas variables.7

Dicho en otras palabras, se acusa a Friedman de ver a 
la cultura jurídica como causa de las dinámicas legales y al 
mismo tiempo como el producto agregado de esas dinámi-
cas. Autores como Erhard Blankenburg y Fred Bruinsma 
entienden el concepto de cultura jurídica como una integra
ción de cuatro elementos fundamentales que pueden afec-
tar indiscriminadamente a profesionales del derecho y a 
quienes no lo son, estos elementos son: el derecho en los li­
bros, el derecho en acción dirigido por las instituciones, los 
patrones de las conductas jurídicamente relevantes y la con­
ciencia jurídica.8 Otro que orienta su pensamiento hacia 
una concepción que va más allá de la división entre profe-
sionales y no profesionales del derecho es David Nelken, 
quien considera que la cultura jurídica es una descripción 
de patrones más o menos estables de conductas y actitudes 
sociales que se encuentran orientadas de primera mano por 
el derecho. Por su parte, Susan Silbey prefiere el uso de con
ciencia jurídica en lugar de cultura jurídica al interesarse 
principalmente por la clasificación de cultura externa de 
Friedman, esto es, las actitudes comunes o populares de la 
gente hacia el derecho.9

Queda de forma manifiesta que la ambigüedad del 
concepto de cultura jurídica es un defecto difícil de sosla-
yar, no obstante los esfuerzos por definirlo de parte de los 

6	 Ibid., p. 142.
7	 Como es el caso de H. Patrick Glenn. D. Nelken, op. cit., n. 5, p. 147.
8	 Ibid., p. 142.
9	 D. Nelken, op. cit., n. 5, p. 143.
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estudiosos del tema. Las dificultades que resultan de su am-
bigüedad se reducen a la multiplicidad de usos que pueden 
encontrarse sobre el concepto en las diversas investigacio-
nes sociológicas, lo cual implica per se un desafío no mi-
núsculo para el lector que tiene una noción preliminar y 
que de pronto se topa con un abanico vasto de posibilida-
des. David Nelken, además de proponernos una alternativa 
más asequible de cultura jurídica, se interesa por el signifi-
cado del concepto tomando como base las clases de deba-
tes que se han suscitado en torno a su uso. Para Nelken, los 
debates pueden clasificarse en tres tipos generales: el deba­
te acerca de la definición compartida, el debate sobre la de­
finición más correcta y el debate de la definición casuística.10

El primer tipo de debate es para Nelken una especie de 
búsqueda de una zona común que permita a los estudiosos 
dar por ciertos y objetivos algunos elementos del concepto 
sin la necesidad de entrar en mayores disquisiciones, salvo 
las que escapen a este consenso. Nelken opina que en este 
debate se compromete la precisión de algunas discusiones 
sobre la cultura jurídica, ya sea en lo general o en lo particu-
lar, pues dicha zona común no daría muchas herramientas 
para distinguir entre factores y productos en la cultura, o bien 
entre tipos de variables que explicaran la motivación de la 
ciudadanía para utilizar el derecho. El segundo tipo de de-
bate es aquel que busca evitar a toda costa una zona co-
munitaria y prefiere una definición capaz de excluir a las 
demás, al ser ésta la más cercana a las características estruc-
turales y funcionales de lo que es en realidad la cultura jurí-
dica. En opinión de Nelken este debate es el más radical y 
el menos útil, dado que la ambigüedad del concepto permite 
que una gran variedad de referentes sobre la cultura jurídica 

10	 Nelken se refiere a estos tres debates de una manera distinta pero con las mismas 
implicaciones a las aquí utilizadas, él se refiere primero, a un debate compartido, en 
segundo lugar habla de un debate que tiene que ver con el cómo definir mejor la cul­
tura jurídica, y por último se refiere a un debate aún más básico, sin decir nada más 
de forma categórica. Ibid., p.144.
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tengan un valor igualitario, haciendo imposible en automá-
tico una definición superior, ya que todas las definiciones 
serían verdaderas o bien todas falsas.

El tercer y último debate es el más básico de todos y a 
juicio de Nelken es el que más fruto puede dar. La premisa 
inicial de este debate es aceptar que el término de cultura 
jurídica debe ser superado pero al mismo tiempo definido 
por medio de alternativas conceptuales que ofrezcan me-
nor ambigüedad en la referencia de sus componentes, pero 
que, al mismo tiempo, no se deslinde de la noción de cultu-
ra jurídica. Este tercer debate es en el que Nelken, Friedman 
y el resto de los autores se han posicionado ofreciendo al-
ternativas y especificidades que justifican uno u otro uso.

Ahora bien, para cerrar este recorrido teórico acerca 
del concepto de la cultura jurídica es preciso adentrarnos al 
tercer tipo de debate referido por Nelken y ofrecer una alter-
nativa conceptual que nos permita superar la ambigüedad 
del concepto pero al mismo tiempo que nos haga quedar-
nos con las ideas generalmente atribuidas del mismo. Aten-
diendo a los elementos particulares que en la experiencia 
mexicana acontecieron con la reforma (la identificación de 
las dos facciones dentro de la elite jurídica y la confronta-
ción de los discursos de resistencia y aceptación) decidimos 
hacer uso de la clasificación de Lawrence Friedman por con
venir con nuestra explicación de una distinción particular 
entre un grupo minoritario de profesionales del derecho y 
de un grupo mayoritario de personas que no pertenecen al 
mundo jurídico a pesar de utilizarlo a diario.

Esta correspondencia hace que reconozcamos y acep-
temos una cultura jurídica mexicana interna y otra externa, 
siendo la primera de éstas nuestro principal interés en razón 
de que hemos afirmado que la reforma constitucional en ma
teria de derechos humanos se decantó en los profesionales 
del derecho y no así en el grueso de la población, al haber 
buscado primeramente un cambio en la actitud de los ope-
radores y después en el resto del grupo social. 
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Dentro de las alternativas a la cultura jurídica se halla 
un concepto que será muy útil para nosotros y que a nuestro 
juicio no excluye la clasificación de Friedman, no obstante 
que Nelken considere lo contrario. Roger Cotterrell, uno de 
los críticos del concepto de cultura jurídica acuñado por 
Friedman, habla de ideología jurídica como una propuesta 
muy bien definida en las ideas de los profesionales del de-
recho y los juristas, que permite hacer investigaciones em-
píricas. Cotterrell se pregunta acerca de las paradojas del 
derecho e indaga cómo es posible que en ocasiones el fenó-
meno jurídico sea tan particular y fragmentado cuando al 
mismo tiempo es abstracto, así como el hecho de que pre-
tenda ser un sistema completo y coherente si lo que en rea-
lidad busca es llenar sus propias lagunas.11

La idea de cultura jurídica sugiere una explicación del 
por qué las normas y los valores jurídicos resisten la modi-
ficación y al mismo tiempo logran evolucionar satisfacto-
riamente antes sus propias inconsistencias, una cualidad 
que reúne al mismo tiempo la conservación y el cambio. 
Cotterrell recurre al concepto positivo de ideología y conci-
be que es posible hablar en el derecho de una cosmovisión 
conformada por ideales, valores y conceptos que dan una 
identidad al fenómeno jurídico que es susceptible de ser ob
jetivada. La cultura jurídica interna propuesta por Friedman 
podría sin ningún problema concebir la idea de ideología 
jurídica de Cotterrell, al menos como nosotros la entendemos.

La cultura jurídica interna es la suma de actitudes, va-
lores y pensamientos que los profesionales del derecho tie-
nen acerca del fenómeno jurídico, los cuales predisponen 
en gran medida sus actos. En nuestra opinión, estas actitu-
des, valores y pensamientos acerca del derecho no son otra 
cosa que la ideología jurídica sugerida por Cotterrell, aun-
que él no incluya a los agregados dentro de su concepto. 
Somos conscientes de que Cotterrell se aparta de Friedman 

11	 D. Nelken, op. cit., n. 5, pp. 150 y 151.
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al considerar que la distinción entre cultura jurídica interna 
y externa no tiene sustento empírico y sólo es un recurso 
analítico, sin embargo, (además de apelar a la regla del ter-
cer tipo de debate descrito por Nelken) en una realidad ju-
rídica como la mexicana, la cultura jurídica interna y la 
externa están fuertemente diferenciadas precisamente en 
lo atinente a la existencia de una ideología jurídica que no 
comparte opinión y que no se forma en una cultura general, 
sino que se gesta fundamentalmente en las universidades 
de derecho y en las instituciones gubernamentales del país. 

III. La cultura de  
la legalidad y la cultura  
de los derechos humanos  

dentro de la cultura jurídica interna

A. La cultura de la legalidad

Partiendo entonces de la coexistencia entre la ideología ju-
rídica y la cultura jurídica interna, es oportuno referirnos a 
la ideología jurídica mexicana dentro del gremio de los pro-
fesionales del derecho, la cual a nuestro juicio se ha dividi-
do significativamente a partir de la reforma constitucional 
en materia de derechos humanos, por ser ésta una reforma 
sustancialmente ideológica. Identificamos que hoy en día 
los profesionales del derecho tienen dos opciones ideológi-
cas a seguir; denominamos a estas ideologías, ya con todas 
las implicaciones apuntadas, cultura de la legalidad y cultu­
ra de los derechos humanos.12 

12	 Al denominar cultura de la legalidad y cultura de los derechos humanos a las ideo­
logías cometemos los mismos errores que Cotterrell reprocha a Friedman, pues 
establecemos para el mismo concepto de cultura las variables y los agregados. No 
obstante, al seguir la clasificación de Friedman y al declarar la coexistencia de una 
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La cultura de la legalidad refiere una ideología jurídica 
que se compone fundamentalmente por tres elementos: el 
ideal del imperio de la ley, el concepto de soberanía y el va
lor de la seguridad jurídica.13 Antes de pasar a una explica-
ción más detallada sobre esta ideología, es importante 
mencionar que en los estudios sobre cultura jurídica el tér-
mino cultura de la legalidad a veces se presenta como una 
de las alternativas viables; en este supuesto, el término de 
mérito habla de la potencial capacidad de las sociedades 
de adscribir contenidos culturales extrajurídicos a una cohe
rencia legal dentro de un proceso racional de elaboración 
de decisiones. Esta connotación del concepto se equipara 
con el término angloamericano rule of law que implica un 
gobierno de las leyes.

El significado de cultura de la legalidad para nosotros 
tiene que ver de cierto modo con esa potestad de legalizar 
contenidos culturales extrajurídicos pero va más allá, no se 
queda sólo en los límites de una variable, tiene más la ca-
racterística de ser un agregado. La cultura de la legalidad en 
México se ha caracterizado principalmente por las caracte-
rísticas de la tradición jurídica a la que se adscribe el derecho 
mexicano, es decir, las de un derecho sistemático, codificado 
y técnico que genera un discurso científico. El perímetro de 
esta cultura jurídica monopolizó la capacidad de legalizar 
los contenidos de la cultura extrajurídica a través de las ins-
tituciones y de los procedimientos jurídicos, en aras de ase-
gurar la reproducción de la coherencia legal del sistema.

El ideal del imperio de la ley, la concepción de la sobe-
ranía y el valor seguridad jurídica tuvieron a nuestro juicio un 
papel crucial en el establecimiento de la cultura de la lega-
lidad como ideología dominante entre los profesionales del 

ideología jurídica dentro de toda cultura jurídica, es posible en un futuro generar 
una distinción entre las variables (las causas o motivaciones) y los agregados (los 
productos o los efectos). Ibid., pp. 156 y 157.

13	 Vid. Miguel Ángel Suárez Romero, Crisis de la ley y Estado constitucional. México, 
Porrúa, 2015, p.7.
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derecho mexicano a lo largo del siglo pasado e incluso del 
que transcurre. Para comprender esto más a detalle resulta 
necesario hacer alusión al concepto moderno de ley, pues 
los tres componentes aludidos con anterioridad giran en 
torno a lo que la cultura de occidente entendió en su mo-
mento por ley. 

La ley jurídica en la modernidad data del periodo ilus-
trado del Estado liberal en el que su concepción estaba ligada 
indisolublemente al concepto de la expresión de la volun­
tad general. La voluntad general, como es bien sabido, co-
bra relevancia como elemento sustancial de la ley en el 
pensamiento de filósofos políticos y morales liberales como 
John Locke, Rousseau y Emmanuel Kant.14 En el pensa-
miento de estos autores prevalecía la noción de que la acti-
vidad de normar implicaba una fenomenología del espíritu 
guiada por la moralidad. La moralidad dentro de este con-
texto se entendía como el impulso natural del hombre de 
estructurar su realidad en provecho de su potencial, jamás 
como un elemento real de la crítica ética. 

De este modo, la ley jurídica contaba con una exigen-
cia que la hacía implícitamente moral y encontraba una 
equivalencia con el concepto filosófico del imperativo cate
górico kantiano, al ser ésta una consecuencia de la voluntad 
general de una sociedad libre y consciente de individuos, 
presupuesto de toda conducta moral. En el pensamiento 
ilustrado moderno la ley trascendía los límites del mundo 
jurídico, la legislación era una actividad compleja que im-
plicaba diversos órdenes normativos además del moral, por 
ello, ésta podía cumplir con dos funciones específicas al 
mismo tiempo; por un lado podía expresarse como norma 
jurídica, es decir, como una regla de carácter operativo en 
el sistema, mientras que por el otro, fungía como una facul-
tad normativa de la razón libre y autónoma que proyectaba 

14	 Vid. Luis Recasens Siches, Tratado de filosofía del Derecho. 18a. México, Porrúa, 2015, 
p. 435.
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los ideales de progreso de la sociedad. Por esta razón, la ley 
en sentido ilustrado era mucho más que un instrumento teó-
rico o técnico de los abogados, era una poderosa filosofía 
social y de Estado que garantizaba que la soberanía (expre-
sión de la autonomía de la voluntad general) fuese la razón 
detrás de las exigencias morales de las facultades normati-
vas de la sociedad. 

La noción del imperio de la ley es capaz de capturar el 
fenómeno filosófico antes aludido y expone en sí mismo 
el gobierno que la ley tenía sobre las mentes y las actitudes 
de los hombres morales más influyentes de la Europa ilus-
trada. La noción contemporánea del imperio de la ley pue-
de ser encontrada en el pensamiento de autores como Elías 
Díaz y Liborio Hierro,15 quienes lo conciben como el ele
mento de cohesión de los componentes del Estado de de-
recho, el cual tiene como fin último el desarrollo máximo 
de la autonomía de la persona. Dependiendo de qué tanta 
cohesión haya de los componentes del Estado de derecho, 
la noción del imperio de la ley puede admitir dos interpre-
taciones, una en sentido débil y otra en sentido fuerte. 

La primera interpretación es el resultado de las críticas 
que a lo largo del desarrollo del pensamiento jurídico se han 
formulado en contra de los principios ilustrados que hemos 
mencionado, es decir, a la asociación de los conceptos de 
voluntad general y soberanía (autonomía de la voluntad ge-
neral) dentro de la noción de ley. Francisco Laporta com-
parte esta opinión e indica que el principio democrático 
(con el cual podría predicarse el elemento de la voluntad 
general en vinculación con la exigencia moral de la ley) 
puede subsistir de forma aislada al principio estructural del 
sistema jurídico.16

15	 Vid. Liborio Hierro, “El Imperio de la Ley y la Crisis de la Ley”, Doxa, Alicante, 
núm. 19, 1996.

16	 Cf., Liborio Hierro. Estado de Derecho. Problemas actuales, México, Fontamara, 2001, 
pp. 17-44.
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Para Laporta, la relación entre principio democrático y 
principio estructural guardan una relación contingente y no 
necesaria, por lo que cabría la distinción entre el imperio de 
la ley como la simple existencia del conjunto de normas que 
clausuran el ámbito de las decisiones, así como las institu­
ciones y procedimientos para aplicarlas, y el principio de-
mocrático en sentido estricto y aislado, que se refiere a la 
exigencia moral del sistema jurídico en el sentido ya ex-
puesto. Por otro lado, la interpretación fuerte, defendida 
seriamente por Liborio Hierro (siguiendo a Elías Díaz), con-
cibe al imperio de la ley como una relación necesaria entre 
los principios estructural y democrático, en el sentido de que 
el punto de vista moral, contenido en el principio democrá-
tico, dota de verdadero imperio a la ley, al fundamentar 
sólidamente la pretensión moral de obediencia a ésta, e in-
cluso, en casos extremos, para justificar su desobediencia.

Las interpretaciones débil y fuerte del imperio de la ley 
remiten a un primer paso de lo que en la teoría general del 
derecho se conoce como validez formal y material de la ley, 
aunque con ciertos matices, ya que en la concepción del 
imperio de la ley, incluso esta validez formal o preminen-
cia del principio estructural dentro del sistema respondería 
a cuestiones morales de la colectividad, definidas como 
una idea de justicia depositada en la seguridad jurídica, la 
cual tiende a enfrentar la arbitrariedad. Dicho esto, es posi-
ble advertir que la interpretación fuerte contiene una idea 
más política de justicia, depositada en la democracia y que 
tiende a enfrentar toda manifestación de autoritarismo.

Esta interpretación fuerte de imperio de la ley consoli-
da las bases de un Estado de derecho que asegura la expre-
sión de la voluntad popular de ordenarse conforme a sus 
exigencias morales. Para los autores defensores de este im-
perio de la ley, la ley goza de las siguientes características: 
1) La ley es única y, por tanto, toda ley tiene la misma fuerza 
normativa, 2) la ley es la potencia normativa originaria, al ser 
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la expresión de la voluntad general, 3) la ley es la máxima 
potencia creadora del derecho y por consiguiente es la 
fuente suprema de creación normativa en el sistema jurídi-
co, 4) la ley es incondicional en tanto es soberana. A pesar 
de que las consecuencias de la influencia de la noción del 
imperio de la ley son vastas, los ideales y los valores que 
han surgido de ésta son escasos.

A nuestro parecer, sólo el ideal del Estado de derecho 
y el valor de la seguridad jurídica serían los más relevantes 
culturalmente hablando. La razón de ello reside una vez 
más en la idea de la expresión de la voluntad general y en el 
sentido que cobra ésta cuando se le asocia con la seguridad 
jurídica. El valor de la seguridad jurídica es el valor instru-
mental más preciado del orden jurídico y supone la garantía 
de la coherencia de la legalidad del sistema, otorgando cer-
teza a los operadores del derecho y a sus destinatarios de 
que el producto obtenido por los diversos procesos jurídi-
cos es conforme a la ley, y en consecuencia, según la volun-
tad de la sociedad.

B. La cultura de los derechos humanos

La cultura de los derechos humanos hace referencia a una 
ideología jurídica que se compone de tres elementos funda-
mentales a saber: la expansión de la fuerza normativa de las 
constituciones y de los principios, la supranacionalidad y el 
reconocimiento definitivo de la dignidad humana. Al ser 
esta cultura una concepción que se posiciona en el extremo 
contrario al de cultura de la legalidad, sus componentes ten
derán a negar las premisas del imperio de la ley. Fundamen-
talmente, la antítesis de la idea ilustrada del imperio de la ley 
surge con la concepción de la noción del imperio de la 
constitución, término cuya definición se expresa a través de 
la expansión de las fuerzas normativas de las constituciones 



Colección de Textos sobre Derechos Humanos

32

y de los principios jurídicos.17 Dentro de la vasta doctrina del 
derecho constitucional no es posible encontrar como tal nin
guna referencia a este término, sin embargo, es factible hallar 
la de constitucionalismo, expresión que en nuestra opinión 
es homóloga. 

Teóricamente, el constitucionalismo parte de la premi-
sa de que las constituciones son ordenamientos normativos 
con fuerza aplicativa, es decir, constituidos por reglas que 
pueden ser aplicadas en términos de “todo o nada”, como 
si éstas contaran con un carácter deóntico definido y una 
condición de aplicación clara. Esta noción conlleva a pen-
sar que la ley deja de ser el tipo de norma originaria, omni-
potente y suprema por algún tipo de deficiencia, haciendo 
necesario que la constitución las subsane. En este contex-
to, cuando la constitución no sólo es el conjunto de normas 
que nos dicen quién y cómo se manda, sino también qué 
puede y debe mandarse, se argumenta que existe una cri­
sis de la ley, al verse superada por el imperio de la consti
tución. Los defensores del imperio han formulado una tesis 
contraria en forma de contradicción o inconsistencia lógica 
respecto de las aserciones sostenidas por el constituciona-
lismo contemporáneo en el sentido de que si bien las cons­
tituciones son ordenamientos normativos con funciones de 
reglas, no se explican por qué han de condicionar la validez 
de la ley en función de principios y derechos, exigen saber 
de dónde se deriva esta doble función, la cual le es negada 
a la ley sin ninguna razón.

Quizá de forma tautológica, pero finalmente en térmi-
nos de validez normativa (lo que algunas tesis positivistas 
suscribirían como la de Hans Kelsen)18 el constitucionalis-
mo respondería los reproches de los legalistas afirmando 
que la Constitución otorga su validez jurídica a la ley, lo que 
hace que ésta no pueda ir más allá de los principios y de los 

17	 L. Hierro, op. cit., núm. 15.
18	 Vid. Hans Kelsen, Teoría pura del Derecho, Luis Legaz (trad.), México, Colofón, 2013. 
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derechos que se prevén en aquélla, pudiendo por ende te-
ner la doble función que reprochan.

Aunada a la expansión normativa de las constitucio-
nes, se encuentra la expansión normativa de los principios 
jurídicos. Por expansión normativa de los principios puede 
entenderse un constitucionalismo de principios en los tér-
minos de Zagrebelsky,19 o bien un principialismo jurídico al 
estilo de Ronald Dworkin.20 Siguiendo a Zagrebelsky, la ex-
pansión normativa de los principios no distaría mucho de lo 
que se ha vertido aquí acerca de la expansión normativa de 
las constituciones, salvo por el agregado de que en las cons-
tituciones deben enunciarse exclusivamente los principios 
morales más relevantes del orden jurídico para poder ser así 
normativamente aplicables. En cambio, si al que se sigue es 
a Dworkin, los alcances normativos de los principios son 
completamente exorbitantes, incluso para la propia cons-
titución, llegando al extremo de no ser necesario que los 
principios consten de forma expresa en la Constitución, acon
teciendo con ello una fuerte independencia entre éstos y 
aquélla.

Los defensores del imperio de la ley combaten férrea-
mente la expansión normativa de los principios aunque de 
forma muy similar a la expansión normativa de las consti
tuciones, bajo la certeza de que la fuerza normativa de éstos 
condiciona la fuerza normativa de aquélla. La crítica a esta 
fuerza de norma en los principios reside principalmente 
en la ambigüedad en el uso de la expresión principio y en 
la falta de un consenso tanto en la filosofía general como en la 
del Derecho acerca de las características en cada uno de los 
posibles usos dentro del discurso. Ante la indeterminación 
del principio, varios autores (principalmente lógicos) han 
optado por decir que la distinción entre una regla y un prin-

19	 Vid. Gustavo Zagrebelsky, El derecho dúctil, 5a. ed. Marina Gascón (trad.), Madrid, 
Trotta, 2003.

20	 Vid. Ronald Dworkin, Los derechos en serio, Marta Guastavino (trad.), Barcelona, 
Ariel, 2012.
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cipio es funcional y pueden existir en el sistema (tanto en 
Constitución como en ley) normas que funjan como reglas 
y como principios, principalmente aquellas que clausuran 
el sistema. No obstante, otros autores como el propio Dwor-
kin, Neil MacCormick y Robert Alexy entienden que los 
principios actúan como justificación de las decisiones de 
los casos difíciles, proporcionando una función normativa 
subsidiaria a las limitaciones resolutorias del sistema.

Los defensores del imperio de la ley consideran que los 
principios no pueden distinguirse en principios de clausura 
(favoritos de los lógicos) y principios de contenido (afines a 
los teóricos de la argumentación) en el entendido de que 
incluso en una deliberación “fácil” entre reglas, el intelecto 
humano hace una relación de conceptos en la que los prin-
cipios aparecen para formar una decisión judicial y dichos 
principios son suministrados por el sistema, incluso por las 
reglas. En esta misma línea, los defensores consideran en 
extremo exacerbada la expansión normativa de los princi-
pios, pues el hecho de enaltecerlos en el sistema implica 
una pretensión de corrección y el sistema ya es implícitamen
te moral, debido a que esa exigencia ética es característica 
del fenómeno jurídico (tal cual como lo concebía la tenden-
cia ilustrada).

Otra implicación negativa que los defensores del im-
perio de la ley denuncian es la servidumbre del legislador al 
juez, al considerar que el legislador, ante la expansión nor-
mativa de la constitución y de los principios, deja de ser el 
señor del derecho para convertirse en el señor de la ley, mien
tras que los jueces se transforman en los señores del dere-
cho en virtud de que el constitucionalismo de principios 
descarga en este funcionario la misión de hacer efectiva la 
fuerza normativa tanto de la Constitución como de los prin-
cipios, en el entendido de que sólo un juez (en este caso el 
juez constitucional) puede usar los principios, no así el le-
gislador ni la administración pública. 
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El fenómeno de la supranacionalidad es quizá el com-
ponente de la cultura de los derechos humanos más adver-
so para los defensores del imperio de la ley, la idea de la 
existencia de normas no legales de carácter paralegal pro-
venientes de otros Estados igualmente soberanos, supone 
para ellos un riesgo enorme no sólo para el carácter de la 
ley como fuente originaria, sino también para la Constitu-
ción como fuente suprema del sistema jurídico. La supra
nacionalidad debe entenderse como el fenómeno legislativo 
proveniente de foros constituidos por una pluralidad de na-
ciones, que tienen como finalidad común la de homologar 
criterios jurídicos en aras de constituir pacífica y solidaria-
mente una sociedad de naciones. El derecho internacional 
producto de dichos foros tiene la fuerza para vincular el de
recho interno de los miembros participantes de la legisla-
ción internacional, cuestión que como ya hemos dicho, no 
es bien recibida por los defensores del imperio de la ley. 

La situación del rechazo recae de nueva cuenta en la 
soberanía, pero de forma diferente en la que la diversifica-
ción de normas al interior lo provoca, en este caso, la vo-
luntad general que se ostenta hacia el exterior (soberanía 
exterior) es socavada por una asamblea que no representa 
ninguna voluntad, no obstante los países en sí mismos sean 
representativos de sus propias naciones; para los defensores 
del imperio, la soberanía no puede abstraerse a tales dimen-
siones, pues se corre el peligro de que el derecho emanado 
de dichos niveles no sea una medida que responda a la si-
tuación concreta de una de dichas naciones y por tanto se 
haga nugatorio el principio democrático de la ley. 

La incorporación del derecho internacional al derecho 
nacional fue un fenómeno jurídico político que propició 
significativamente el reconocimiento definitivo de la digni-
dad dentro de la ideología de la cultura de los derechos hu
manos a través de la experiencia de regulación de dichos 
derechos. Si bien desde la Constitución de 1857 ya el legis-
lador hablaba de derechos del hombre y posteriormente en 
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la de 1917 éste la adopta y cambia su denominación por la 
de garantías individuales, es hasta la reforma constitucio-
nal de 2011 que la Constitución admite de forma integral el 
contenido de los derechos humanos provenientes de foros 
internacionales especializados en su estudio, valía por la cual 
estimamos fueron colocados al mismo rango de los ya reco-
nocidos constitucionalmente. Todos los derechos humanos 
pertenecientes al catálogo internacional como a los consti-
tucionales de cada Estado parten de un origen común: la 
igualdad de los seres humanos por su calidad de personas.

La igualdad del género humano que se justifica en la dig
nidad de sus integrantes debe ser vista en primer lugar como 
una de las conquistas más grandes de la filosofía humanista, 
al haber degradado discursivamente todas las desigualdades 
naturales y civiles que existen entre las personas, sin la ne-
cesidad de esgrimir en su favor las tesis de la doctrina cris-
tiana (por cierto demasiado agotadas) que desde los albores 
de su difusión, afirmaba que el ser humano, al ser una cria-
tura “causada” por la esencia divina, portaba tal divinidad 
en igualdad de circunstancias entre sus semejantes.21 Teóri-
camente no fue una tarea sencilla el sostener que la igualdad 
entre los hombres proviniera exclusivamente de la naturale-
za humana, más cuando ésta había estado en severas crisis 
conceptuales por los interminables debates filosóficos entre 
posturas clásicas y modernas, en donde lo máximo que po-
día aspirarse como un reconocimiento global residía en los 
límites del pensamiento ético y religioso.

Sin embargo, el fin de este periodo de indefinición que 
sufría el vínculo entre la igualdad y la naturaleza humana, 
no vería su llegada, sino hasta el discernimiento de la prela-
ción lógica entre la naturaleza humana, la dignidad (más 
los valores que conlleva), la igualdad y la unidad, resultado 

21	 Vid. Alonso Rodríguez Moreno, “Algunas reflexiones sobre el cambio del concepto 
individuo por el de persona en la Constitución federal mexicana”, Revista del Centro 
Nacional de Derechos Humanos de la CNDH, Núm. 17, México, 2011, pp. 19 y 20.
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que fue conseguido por el fenómeno multidisciplinario que 
se suscitó entre las diversas perspectivas de los saberes hu-
manísticos y científicos, dentro de los cuales destacan las 
filosofías moral, política y jurídica, las biociencias, la psicolo­
gía, las ciencias jurídica, política y económica, la sociología 
y la historia. El orden lógico que se obtuvo de tal esfuerzo 
conjunto se resume sencillamente en la afirmación categó-
rica de que la vasta complejidad de la naturaleza humana es 
factible de computarse en la concepción misma de la digni
dad, atribuyendo con una sola cualidad todo el complejo bio­
lógico, espiritual, anímico y empírico a todos los integrantes 
del género (no obstante la infinita diversidad de proyeccio-
nes de vida individual) para con ello construir el presupuesto 
fundamental de la proyección de la vida colectiva.

Es claro identificar que ha sido en los discursos jurídi-
co y político donde encontramos la actualización fáctica de 
estas consideraciones filosóficas provenientes de los otros 
saberes, por medio de la promoción y legislación de los de
rechos encargados de manifestar la igualdad entre perso-
nas. En estos terrenos, como es bien sabido, la igualdad 
afronta una escisión conceptual relativa a las perspectivas 
política y jurídica, en cuyo desarrollo surgen importantes 
contribuciones al tema. Respecto de la igualdad jurídica, 
la cual responde a las variantes de la igualdad ante la ley, y la 
igualdad en su aplicación, la reforma constitucional signi-
ficó un refuerzo muy oportuno y congruente al prever con 
singular énfasis, que todas las autoridades mexicanas, sin 
importar la naturaleza de sus funciones o el nivel de su go-
bierno, estarían obligadas a promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos, de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili­
dad y progresividad. 

Lo anterior se considera así, puesto que del contenido 
de estos cuatro principios es posible deducir particularmen-
te las obligaciones que las autoridades deben encarar frente 
a los mandatos de la igualdad ante la ley y de la igualdad en 
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su aplicación. Es importante destacar que si bien los cuatro 
principios están involucrados en ambas contemplaciones 
de la igualdad, cada uno adquiere un sentido y alcance par
ticular, según sea el subconcepto que vincule la actuación 
de la autoridad. En cuanto hace a la igualdad ante la ley, la 
cual implica la vinculación del Poder legislativo para abste-
nerse de establecer desigualdades irracionales o infundadas 
en los textos legales,22 los principios de universalidad y pro-
gresividad se entenderían encaminados a tutelar una racio-
nalidad ética y teleológica en la legislación que debe prever 
situaciones de igualdad para personas iguales y de desigual-
dad para aquellas desiguales, fundadas en cualidades de las 
personas, tanto naturales como jurídicas. En lo concerniente 
a los principios de indivisibilidad e interdependencia, estos 
estarían enfocados en las racionalidades jurídica y lingüís-
tica, por las que la legislación observaría la armonización 
interna de los derechos de igualdad, de manera que cada 
uno de ellos goce de una regulación adecuada en relación 
con otro tipo de derechos, evitando en la medida de lo po-
sible una colisión entre éstos.

Por otro lado, respecto de la igualdad en la aplicación 
de la ley, la cual vincula a los poderes ejecutivo y judicial en 
la aplicación igualitaria de las disposiciones jurídicas gene-
rales dentro de los actos administrativos y jurisdiccionales,23 
los principios de universalidad y progresividad se encontra-
rían inmersos en el principio interpretativo pro persona, cuya 
observancia implica la reflexión humanística de las normas 
que tutelan los derechos fundamentales, previa adecuación 
de éstas como fundamento jurídico de los diversos actos de 
autoridad, especialmente de las resoluciones judiciales en 
las que la autoridad jurisdiccional define el contenido y los 

22	 Cf., Miguel Carbonell Sánchez, Los derechos fundamentales en México, 1a. ed., México, 
Porrúa, 2004, pp. 173 y 174.

23	 Ibid., p. 174.
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alcances del status quo de algún derecho fundamental den-
tro del orden jurídico. 

Los principios correspondientes a la indivisibilidad y la 
interdependencia de los derechos encontrarían igualmen-
te un depósito en el principio pro persona, pero no en su 
facción interpretativa o previa, sino en su facción fáctica o 
aplicativa, cuya tarea reside en propiciar el disfrute de un 
derecho o grupo de derechos, a través de la actualización 
indirecta de un diverso derecho o grupo de derechos de los 
cuales dependen aquellos que se pretenden garantizar, bajo 
la lógica garantista de que el Estado no puede proteger o 
amparar una determinada categoría de derechos humanos 
en contravención de otra, sino que todos éstos merecen las 
mismas atenciones, al integrar una unidad inescindible, en 
la que para garantizar efectivamente un derecho, tendrá 
que ser necesario el reconocimiento integral de todos los 
demás que se hallen vinculados.24 

IV. La cultura jurídica mexicana  
a partir de la reforma 

constitucional en materia  
de derechos humanos

A. Impacto en la profesión jurídica

Como hemos podido constatar a lo largo del subtema ante-
rior, la cultura jurídica interna mexicana no podría verse 
como una dimensión simple, su complejidad es vasta y más 
de un profesional del derecho pudo verse en aprietos en la 

24	 Vid. Luis Daniel Vázquez y Sandra Serrano. Los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación práctica, Acervo de la 
Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 
México, pp. 152-154.
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búsqueda de una postura con la cual identificarse. El mun-
do de los abogados siempre fue un espacio importante para 
las ciencias sociales en México, al ser el derecho la segun-
da carrera más importante en dicha área.25 Tras una serie de 
altibajos en el transcurso de los años, los profesionales del 
derecho lograron mantenerse en una buena posición de en-
tre todas las carreras y la mayoría de ellos lograron estar 
empleados en la sociedad.26

La cultura de la legalidad que prevaleció en la educa-
ción de los abogados mexicanos de mitad del siglo pasado 
hasta nuestros días se nutrió fundamentalmente de la no-
ción fuerte del imperio de la ley, así como de corrientes de 
pensamiento jurídico y iusfilosófico compatibles como la 
escuela exegética francesa y el positivismo jurídico. La ideo
logía de estos profesionales del derecho se concentró en 
una alabanza de la legislación y en una cerrada operativi-
dad del sistema, lo que los hizo propensos a preocuparse 
principalmente por la coherencia de la legalidad y por man-
tener un sistema jurídico funcional. Además, como caracte-
rística propia de la tradición jurídica de la que forma parte 
el derecho mexicano, estos abogados tuvieron una orienta-
ción política significativa, lo que los hizo también ser profe-
sionales conocedores del sistema político y de los avatares 
de la burocracia.

No puede afirmarse de ningún modo que la formación 
de los abogados pertenecientes a esta ideología legalista 
haya estado ausente de la preocupación de los derechos hu
manos, pero lo que sí puede afirmarse al respecto es que 
dichos derechos no jugaban un papel tan poderoso dentro 
del sistema jurídico como ahora, al no contar con el diseño 
sistemático (legal) ni institucional para ello. Los derechos 

25	 Cf., Héctor Fix Fierro y Sergio López Ayllón, “¿Muchos abogados, pero poca pro­
fesión? Derecho y profesión jurídica en el México contemporáneo”, en Héctor Fix 
Fierro, ed., Del gobierno de los abogados al imperio de las leyes, México, UNAM-IIJ, 2006, 
pp. 26-28.

26	 Ibid., p. 28.
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fundamentales operaban en función de sus garantías y en la 
medida de los procedimientos jurisdiccionales para hacer-
los valer, como el juicio de amparo. Los abogados inmersos 
en la cultura de la legalidad prescindían de cierta forma de 
la influencia del derecho internacional al no contar con he-
rramientas legislativas mexicanas que permitiesen recibir 
los contenidos de ese derecho dentro del sistema jurídico 
mexicano. 

A la vista de estos profesionales, las funciones legislati
va y administrativa se encontraban por encima de la jurisdic
cional en cuanto al progreso del Estado de derecho. Haciendo 
una referencia inversa respecto de lo que tratamos acerca 
del imperio de la constitución, para los profesionales del de
recho legalistas el señor del derecho es el legislador, al ser 
éste el intérprete auténtico de la constitución y representan-
te por antonomasia de la voluntad general, el juez queda 
desplazado peldaños abajo y es limitado a reproducir la 
coherencia legal del sistema por medio de la clausura ope-
rativa de éste a través de una correcta y justa interpretación 
de la ley. 

La llegada de la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos fue para esta cultura de la legalidad más 
que el cambio de ciertas palabras en algunos artículos cons-
titucionales, fue algo más que la incorporación al orden 
jurídico nacional de todos los derechos humanos de fuente 
internacional, esta reforma tan polémica fue en realidad la 
declaración de la crisis del imperio de la ley, una acepta-
ción por parte del Estado mexicano de que la influencia ilus
trada ya no era suficiente para los retos que el siglo XXI ponía 
a México y al mundo entero. 

Para la mayoría de los profesionales legalistas la llega-
da de esta reforma fue difícil, pues su formación profesional 
no alcanzaba a proporcionarles las herramientas suficientes 
para encarar los retos, muchos de ellos quedaron desplaza-
dos y anquilosados en una abogacía aparentemente nueva 
en donde ya no era bien visto por el gremio argumentar le-



Colección de Textos sobre Derechos Humanos

42

gislativamente e ignorar las nuevas potestades normativas 
de los derechos humanos. El rostro sistemático del derecho 
parecía diluirse en medio de una nueva y poderosa filosofía 
naturalista que se creía obviada por todos en la dinámica de 
la legislación. Sin lugar a dudas, todos los profesionales ju-
rídicos tuvieron que adoptar una postura ante el cambio 
constitucional y tomar en cuenta múltiples factores, así co
mo sus propios intereses. 

Por su parte, los abogados bajo la cultura de los de-
rechos humanos sólo podían ser los abogados legalistas 
conversos o las nuevas generaciones de egresados de licen-
ciatura y posgrado de las universidades de derecho, quienes 
ya habían tenido la oportunidad de acercarse metodológi-
camente al fenómeno de los derechos humanos, la educa-
ción jurídica tuvo mucho que ver en la formación de esta 
nueva generación. Con la llegada de la reforma, las univer-
sidades de derecho en México (tanto públicas como priva-
das) protagonizaron una explosión eufórica por la enseñanza 
de los derechos humanos, vinculando desde ese momento 
la calidad de la enseñanza con el hecho de tener o no pre-
vista una asignatura especial sobre esta materia.

Si bien antes de la reforma, la calidad de la enseñanza del 
derecho en México ya era criticada por ser muy tradicional 
y por mantener la transmisión de contenidos decimonóni-
cos, después de ésta la crítica se agudizó significativamen-
te. Como respuesta, las universidades de derecho de todo el 
país comenzaron a incorporar en sus planes de estudio de 
licenciatura y en sus posgrados los temas relacionados con 
los derechos humanos y la reforma constitucional. Asimis-
mo, los componentes de la cultura de los derechos huma-
nos que hemos mencionado se transmitieron, la relevancia 
del derecho constitucional, del derecho procesal constitu-
cional, del derecho internacional, del sistema internacional 
de los derechos humanos y de la filosofía del derecho se fue 
a la alza. 



De la cultura de la legalidad a la cultura de los derechos humanos

43

Para los abogados que se gestaron en esta influencia, la 
elección de un bando ideológico no era un tema crucial, 
lo crucial para ellos era una cercanía más próxima con el 
sector académico, el cual había estado monitoreando des-
de hace décadas la gestación de la reforma constitucional y 
que de cierta forma ya se encontraba preparado para sus 
consecuencias con suficiente anticipación. A partir de esto, 
los abogados jóvenes incluyeron de forma temprana dentro 
de sus pendientes universitarios la realización de algún es-
tudio de posgrado o curso especializado en el tema, mien-
tras que los abogados conversos no tuvieron otra opción 
que regresar a sus universidades por la capacitación que 
necesitaban para seguir siendo profesionales competitivos 
en sus mercados de trabajo.

Con lo hasta aquí dicho, es posible identificar que el 
impacto de la reforma constitucional de derechos humanos 
tuvo fuertes implicaciones para el mundo de los aboga-
dos más que para cualquier otro profesional humanista. No 
es claro todavía si la reforma en comento necesitaba preci-
samente del mundo de los abogados para ser recibida y tra
tada, contando con el hecho de que la formación de éstos 
era de un corte muy diferente, tal vez pudo ser recibida por 
otro grupo de humanistas más sensibles desde origen, sin 
embargo, tiene que destacar también el hecho de que la 
reforma buscó inicialmente un cambio fáctico en la profe-
sión de los abogados para entonces sí destacar como un 
verdadero cambio en la sociedad mexicana. 

B. Impacto en la élite profesional, las dos facciones

La llegada de la reforma constitucional tuvo otro efecto den
tro del mundo de los abogados además de propiciar la exis-
tencia de lo que aquí nosotros hemos llamado cultura de los 
derechos humanos y su énfasis dentro de la dicotomía con 
la cultura de la legalidad. Este efecto fue el de subdividir la 
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élite profesional de los abogados, que de acuerdo a los es-
tudios sociojurídicos, está compuesta por los abogados del 
sector público y los abogados del sector privado.27 La divi-
sión que provocó la reforma no atendió a razones políticas 
y económicas como en el caso de la dicotomía de los abo-
gados dentro del gobierno (Congreso de la Unión, los tri-
bunales y administración pública) y de los abogados de 
despacho y negocios, sino que obedeció propiamente a fac
tores culturales e intelectuales, en donde las conformacio-
nes de clase se diluyeron.

Los tiempos de la reforma constitucional de derechos 
humanos permitieron que nuevos grupos de poder se posi-
cionaran en el foro de los temas jurídicos así como en su 
actuación, este es el caso de los profesionales jurídicos aca-
démicos. Los académicos siempre fueron profesionales del 
derecho que pertenecieron a un grupo muy reducido den-
tro del mundo profesional, vistos por sus colegas como los 
sabios que se encontraban alejados del mundo y de sus pro-
blemas, siempre pensando en teorías que muy pocos abo-
gados llegarían a utilizar en la realidad. Gracias a la llegada 
de los nuevos tópicos de la reforma constitucional, el dis-
curso de los académicos logró un mejor posicionamiento 
en el mundo profesional y dejó de estar completamente 
refugiado en las universidades, logrando generar un impac-
to muy significativo como un factor de cambio en el diseño 
estructural del orden jurídico.

Como ya se argumentaba, el lugar que tuvieron las 
universidades del país fue crucial para nutrir la cultura de 
los derechos humanos y detrás de esas universidades se en-
contraban por supuesto sus académicos. Quizá el hablar de 
los académicos como principales promotores de la cultura 
de los derechos humanos en México sea un acierto, ya que 
sus investigaciones y participaciones en foros a nivel nacio-
nal e internacional permitieron que estos abogados estuvie-

27	 H. Fix. op.cit., n. 25, pp. 30-33.
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ran a la vanguardia sobre los temas que serían desafiantes 
en un futuro no muy lejano, por lo que su tarea principal era 
advertir a todos los demás sobre los problemas, crisis y sus 
posibles tratamientos desde el fenómeno jurídico.

Sin embargo, no todos los demás profesionales tomaron 
con agrado los consejos del mundo académico, en especial 
aquellos abogados del sector público a los que la Constitu-
ción les encomendaba una participación protagónica en la 
promoción de un cambio y se tomaron muy enserio un pa-
pel principal. Los burócratas de mediano y alto rango (prin-
cipalmente estos últimos) tuvieron dificultades en consentir 
automáticamente las implicaciones de la reforma, varias ra
zones hubo para esto. Debe tenerse en cuenta que un gran 
número de abogados burócratas respondían a la ideología 
de la cultura de la legalidad y entendían la función pública 
con una perspectiva diferente. Bajo la cultura de la legali-
dad, la burocracia se mantenía alejada naturalmente de la 
academia y viceversa, no había necesidad de extrapolar con
tenidos tan a menudo, no obstante que la academia había 
concebido las ideas del imperio de la ley en su momento de 
apogeo. 

Los tiempos de la reforma representaron momentos de 
oportunidad para la vinculación entre la recién y empodera
da academia con la tradicional y enhiesta burocracia, pero 
también hubo impedimentos que por las determinaciones 
culturales en comento no se lograron los consensos. Es posi
ble encontrar una ordenación de variables diferente a la que 
hemos mencionado, pero por lo general la élite de la buro
cracia ha podido desenvolver adecuadamente su rol jurídico 
y político bajo los componentes de la cultura de la legali-
dad y así preservar el status quo que le ha caracterizado por 
siempre, es decir, la posición económica y política prefe-
rente frente al resto de profesionales del derecho y frente a 
la sociedad. En cambio, la academia lucha por desarrollar 
una cultura de los derechos humanos que permita lograr los 
objetivos de la reforma constitucional sin los contratiempos 
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de un debate en los que no se discute con el mismo tipo de 
argumentos y en el que se resiste un cambio inevitable que 
responde a exigencias de la realidad mundial.

Ahora bien, no se puede pasar por alto en este tema 
ciertos datos importantes respecto de la actitud de la buro-
cracia, ya que si bien hemos dicho que la mayor parte de 
su composición se resiste a la cultura de los derechos huma-
nos, esto no significa que sean detractores de los fines del 
humanismo o que sean rivales del Estado como la delin-
cuencia. La burocracia sólo quiere que prevalezca el impe­
rio de la ley por considerar que el nuevo fenómeno de la 
supranacionalidad trastoca importantes componentes de 
nuestra sociedad políticamente hablando, en un sentido más 
patriótico que autoritario. Esto para la academia resulta pa-
radójico en el entendido de que es la propia Constitución 
(que da fundamento a todo el orden jurídico nacional) la que 
se ha abierto al mundo y a sus fenómenos más trascenden-
tes, entre los cuales están los derechos humanos.

Dicho lo anterior resultaría muy conveniente precisar 
en qué términos los conflictos entre la cultura de la legali-
dad y la cultura de los derechos humanos acontecen y por 
qué es prudente hablar de una transición de la primera a la 
segunda. Bien, como ya habíamos señalado a lo largo de 
este desarrollo, la burocracia nunca se ha puesto a defender 
los componentes de la cultura de la legalidad frente a fuer-
zas políticas, o entre poderes del Estado de forma mediáti-
ca, si se diese un seguimiento al respecto podría advertirse 
que todas las declaraciones que hacen los funcionarios del 
Estado son reiteraciones de los compromisos que tienen con 
los derechos humanos y con la reciente reforma constitucio
nal, aún no ha surgido el burócrata completamente transpa-
rente que defienda el imperio de la ley frente a las cámaras, 
sin embargo lo hacen de otro modo.

Un ejemplo de ello son las resoluciones del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Máximo Tribu-
nal colegiado del Estado, encargado de la jurisdicción ter-
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minal del país y de la promoción, protección y defensa de 
los derechos humanos. Pues bien, la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación es un tribunal constitucional que a su in-
terior reproduce las tensiones y los debates que nosotros 
hemos aquí tratado entre la cultura de la legalidad y la cultu
ra de los derechos humanos. La Corte ha hecho esto en la di
námica de sus dos Salas, teniendo por desgracia una Sala 
civil y penal vanguardista, académica, pro derechos hu
manos y hasta cierto punto activista, y por el otro lado una 
Sala administrativa y laboral conservadora, legalista y más 
cerrada en su opinión.28 La Primera y Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación son hasta ahora den­
tro del Alto Tribunal del país una reproducción fiel del de­
bate jurídico que hemos aludido, no obstante, todos sus 
comunicados de prensa, eventos protocolarios, entrevistas, 
etcétera, diluyen tal enfrentamiento y se declaran junto al 
Ombudsman nacional como la instancia más efectiva para 
hacer valer los derechos humanos.

Para evidenciar lo anterior sólo basta acercarse a las 
sentencias de dicho tribunal y a los estudios sociojurídicos 
recientes sobre los índices de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación como protectora de derechos humanos29 y 
advertir los grandes altibajos y división interna que existe 
entre los integrantes del Máximo Tribunal a partir de la re-
forma constitucional en materia de derechos humanos. Por 
ejemplo, se encuentra la sentencia de la contradicción de 
tesis 293/201130 del índice del Pleno de la Corte en la que 
se discutió la jerarquía de los tratados internacionales den-

28	 Cf., Alberto Abad Suárez Ávila, La protección de los derechos fundamentales en la Novena 
Época por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, Porrúa, 2015, pp. 376-378.

29	 Ibid., pp. 370-375.
30	 Contradicción de Tesis del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación vista 

en sesiones del 26, 27 y 29 de agosto, 2 y 3 de septiembre de 2013. La información 
fue obtenida en el módulo en línea de seguimientos de asuntos relevantes del Tri­
bunal Pleno, perteneciente a la Coordinación de Derechos Humanos y Asesoría de 
la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, disponible en: www. 
scjn.gob.mx, fecha de consulta: 19 de agosto de 2015.
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tro del orden jurídico nacional en la que se obtuvo una vo-
tación múltiple respecto a diferentes puntos de la discusión.

Dentro de esa discusión, los Ministros de la Suprema 
Corte discutieron acerca de que con independencia de su 
fuente, las normas de derechos humanos no se relacionan 
en términos jerárquicos, entendiendo que la Constitución 
podrá restringir una de estas normas si la restricción al ejer-
cicio de los derechos humanos es expresa. En este tema la 
votación fue a favor del planteamiento y obtuvo diez votos 
de los once Ministros. Un segundo tema de la discusión ver-
só sobre la vinculación de la jurisprudencia de la Corte In-
teramericana de los Derechos Humanos para los jueces 
mexicanos, siempre que dicho precedente favorezca en 
mayor medida a la persona; aquí, una votación mayoritaria 
de seis Ministros contra cinco avaló la constitucionalidad de 
la propuesta.31

De lo anterior pueden destacarse dos puntos esencia-
les, el primero de ellos es que el punto de contradicción 
que los Ministros resolvían consistía en la jerarquía de los 
tratados internacionales dentro del orden jurídico nacional, 
un tópico fundamental para la implementación de la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos. El segun-
do consiste en que las facciones de las votaciones coinci-
den certeramente con las Salas que a nuestro juicio están 
reproduciendo las posturas de la cultura jurídica que hemos 
tratado en este trabajo. En la votación del primer tema es 
interesante ver cómo diez de los once Ministros votan a fa-
vor de considerar que las normas internacionales de dere-
chos humanos (tanto constitucionales como internacionales) 
no se relacionan jerárquicamente entre ellas, pudiendo una 

31	 Votaron a favor de la misma el bloque de la Corte conocido coloquialmente como 
los “progresistas”.  Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas, José Ramón Cossío Díaz, Sergio Valls Hernández (a pesar de haber sido de la 
Segunda Sala), Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y el recién llegado Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena.
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restricción constitucional expresa anular la protección del 
derecho fundamental de fuente internacional.

Aquí es más que evidente que la ideología de la cultu-
ra de la legalidad arraigada en la mayoría de los Ministros 
hace valer la supremacía constitucional sobre el bloque 
de constitucionalidad que la misma constitución permite. 
Desde nuestro punto de vista, la Corte no puede evitar la 
determinación tradicional de la formación legalista de sus 
Ministros y lo expresa en esta votación a favor del imperio de 
la ley (con vertiente de imperio de la constitución). No obs-
tante, el Ministro de formación más académica de todo el 
Tribunal Pleno no pudo traicionar sus convicciones hacia la 
fuerza normativa de la constitución, la supranacionalidad y 
los derechos humanos, y emitió su voto en contra de esa 
mayoría.32 Por otro lado, en el segundo tema de la discu-
sión, la división entre los burócratas dentro de los extremos 
de nuestras dicotomías se hace patente y las tensiones entre 
cultura de la legalidad y cultura de los derechos humanos 
que prevalece en las Salas a las que pertenecen los Minis-
tros que siguen una y otra ideología hablan por sí solas. 

En la discusión sobre si la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de los Derechos Humanos, de la cual Méxi-
co aceptó su jurisdicción contenciosa, debe o no ser obliga-
toria jurídicamente para los jueces mexicanos, las espadas 
del imperio de la ley y de la supranacionalidad chocaron, 
dividiendo su aceptación exactamente con los integrantes 
que conforman lo que muchos han llamado las Salas pro-
gresista y conservadora del Alto Tribunal, es decir, la Primera 
y Segunda Salas. En la votación ganadora (por poco perde-
dora) los Ministros de la Primera Sala y el entonces Presiden
te de la Suprema Corte decidieron conforme a la cultura de 
los derechos humanos que la jurisprudencia debía ser obli-
gatoria en caso de que favoreciera más a la persona, mien-

32	 El Ministro José Ramón Cossío Díaz votó en contra de la propuesta y reservó su 
derecho de hacer un voto particular.
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tras que por el otro lado, los Ministros de la Segunda Sala33 
casi en su totalidad, consideraron que ni en ese supuesto 
debía sacrificarse la soberanía del imperio, salvo por el Mi-
nistro Don Sergio Armando Valls Hernández (†), integrante 
del bloque cultural contrario.

V. El imperio de la ley  
y la supranacionalidad del imperio  

de la constitución, ¿qué conviene 
más a los derechos humanos?

A. Nuestras experiencias y sus conclusiones

No cabe la menor duda de que los tiempos del siglo XXI son 
desafiantes para todos, las sociedades del mundo comien-
zan a entender que por sí solo ningún Estado saldrá adelante 
al necesitar indefectiblemente el incorporarse a una socie-
dad que le acompañe y le ayude a desarrollar su identidad 
con mayor potencial. Los tiempos de dibujar fronteras cog-
nitivas parecen haber acabado con el fin del siglo XX, sin 
embargo hoy todavía se dan esos trazos en nuestras latitu-
des y ha quedado patente que la burocracia mexicana (prin-
cipalmente la alta) a veces declara en favor de algo y lo 
contraviene con un acto posterior. El sistema internacional 
de los derechos humanos ha sido una herramienta política 
y jurídica muy efectiva para promover la paz entre los Esta-
dos de la sociedad de las naciones y convencerse de una 

33	 Votaron en contra de la propuesta el bloque de la Corte conocido coloquialmente 
como los “legalistas”. Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales (actual 
Presidente de la Suprema Corte), Margarita Beatriz Luna Ramos, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo (a pesar de ser de la Primera Sala) y José Fernando Franco Gon­
zález Salas.
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vez por todas de que los gobiernos existen para promover el 
desarrollo integral de todas las personas y no para promover 
el desarrollo de las élites sociales. El mensaje es sin duda la 
declaración más importante de la humanidad para la huma-
nidad misma, aunque el vicio del doble discurso pueda pre-
sentarse en cualquier momento.

México es uno de esos destinatarios del mensaje de la 
humanidad y es su responsabilidad adoptar una postura, sin 
importar que tenga problemas a su interior, éste debe res-
ponder. Las reformas constitucionales que acontecieron en 
el mes de junio hace ya cuatro años constituyeron un pri-
mer paso para adoptar el compromiso de vivir conforme la 
filosofía de los derechos humanos, pero el trabajo no acabó 
ahí. El cambio social que las reformas de amparo y dere-
chos humanos pretendieron aún no acontece, su desarrollo 
se ha quedado atorado en debates doctos y elitistas que tam
poco han logrado un acuerdo para comunicar el mensaje 
de la filosofía de los derechos a toda la sociedad, ya que 
para ella está destinado. 

De entre todos los panoramas negativos para los dere-
chos humanos consideramos que el mexicano no es el peor, 
es un panorama problemático, pero no un caso perdido 
como en otras latitudes del mundo. Tenemos dificultad para 
identificar los problemas y conseguimos tratamientos que 
no necesitamos, esto es normal en una sociedad que sufre 
de grandes males como la pobreza, el rezago educativo y la 
paupérrima producción de ciencia y tecnología. La cues-
tión relativa a la recepción de los derechos humanos y su 
conducente promoción es susceptible de definirse también 
en términos de ciencia y tecnología, no hemos sido capaces 
de encontrar técnicas para explotar la vasta ciencia (teoría) 
que tenemos de ellos y estamos atorados en disquisiciones 
conceptuales. México es un país muy pobre en la producción 
de conocimiento de todo tipo, pero paradójicamente se su-
merge en debates de niveles estratosféricos y no regresa de 
ellos hasta que un nuevo factor para sus contiendas cobre 
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existencia; somos individuos muy teóricos y poco prácticos, 
pero a la vez muy mecánicos y poco filosóficos.

La situación de los derechos humanos en México (que 
por lo general es un tema pendiente en las agendas) exige 
que el debate en el que se ha atorado el cambio social que la 
reforma pretende sea replanteado y despojado de apasiona-
mientos. Para ello debemos ser conscientes perfectamente 
de los límites y potestades que las diversas posturas en dis-
cusión ofrecen y construir nuevos modelos sobre los que nos 
ofrezcan soluciones parciales, por mucho que tengamos 
arraigo a su ideología. El imperio de la ley es una ideología 
todavía poderosa en nuestro gremio y eso es una razón sufi
ciente para no ignorarla, hay algo que tal vez estamos olvi-
dando en todo ese furor de los derechos humanos. Por otro 
lado, no debemos temer al constitucionalismo que se incli-
na por el reconocimiento de la existencia de un orden mo-
ral supralegal que participa en la vida de los seres humanos 
y que lo trae al discurso jurídico, por medio de la formula-
ción de principios.

No obstante, es una realidad que comenzamos a tran-
sitar de una cultura de la legalidad a una cultura de los dere
chos humanos que se presenta con muchas indeterminaciones 
y con una gran cantidad de retos y necesidades. Lo quera-
mos o no, estamos dentro de una inercia que impacta nues-
tra actividad jurídica en todos los niveles, desde el diseño de 
los planes de estudio de las universidades hasta la creación 
y modificación de leyes sobre la materia. Todos los aboga-
dos estamos obligados a enfrentar este dilema con el mayor 
compromiso posible y asumir la participación que nos co-
rresponde, para ello, no debemos dejárselo todo a las élites 
de nuestro mundo profesional, sino que tenemos que opi-
nar con cada uno de nuestros actos como abogados cons-
cientes de esta transición.

Es válido preguntarnos si se debe elegir una cultura jurí
dica sobre otra en cuanto a derechos humanos correspon-
de, en caso de que se pueda congeniar con ambas ideas a 
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pesar de tener componentes que se excluyan. La experien-
cia mexicana también ha mostrado que a partir de la llega-
da de la reforma y por ende de un neoconstitucionalismo 
basado en la protección efectiva de los derechos humanos, 
los estudios sobre la interpretación de los derechos dentro 
del sistema se hicieron muy recurrentes. Las necesidades le
galistas no terminaron a pesar de que la expansión norma-
tiva de las constituciones impactó severamente conceptos 
como el del imperio de la ley, aun cuando la constitución 
sea la norma que se aplica y ésta tenga preferencias de apli-
cación y peso sobre otras normas, también juega límites 
sistemáticos que no podría trastocar so pena de volverse 
nugatoria. 

La variedad de enfoques y teorías sobre los derechos 
humanos son también una influencia para la interpretación 
de los mismos y para el desarrollo del contenido de estas dos 
culturas, ya que el significado que el intérprete otorgue a un 
derecho será al mismo tiempo la impresión de la cultura a 
la que éste se adhiera; de este modo, un intérprete que se 
adscriba a la cultura de los derechos humanos interpretará 
de forma muy diversa un derecho humano a comparación de 
un intérprete legalista, pero los dos tendrán que respetar inex
cusablemente los obstáculos que las leyes hayan decidido 
para que su influencia sobre la concepción del fenómeno 
no funja como un criterio determinante para universalizar 
la teoría interpretativa que haya usado o que más se acerque 
a sus posturas.

Sólo por mencionar algunas particularidades internas 
de la actividad interpretativa de los derechos humanos, es 
importante mencionar que los enunciados comentados sue
len contradecirse con el sistema jurídico y dado el significa-
do que la interpretación de derechos posee en relación con 
éste, el intérprete enfrenta inevitablemente los límites de la 
conformación legal de los derechos humanos, se sea o no 
un seguidor de la cultura de la legalidad. A través de la con-
formación legal de los derechos humanos el propio sistema 
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jurídico emplea un mecanismo formal de control respecto 
del impacto producido por los enunciados interpretativos, 
cuya finalidad es la de preservar el núcleo esencial de los 
derechos determinados por el legislador frente a una inter-
pretación transgresora por parte de los poderes judicial y 
administrativo, o bien de parte de este mismo cuando retro-
cede en su legislación formal y desconoce las conquistas 
conseguidas previamente.

Ahora bien, cuando la interpretación de los derechos 
humanos requiera una metodología inspirada en la postura 
expansiva que diferencia las reglas jurídicas de los princi-
pios jurídicos, el intérprete tendrá dos alternativas diferen-
tes según la materia a interpretar. Si éste se enfrenta a una 
antinomia de reglas, la interpretación que la metodología le 
sugerirá será la perteneciente a una concepción cognitiva, 
literal y descriptiva, en la que tendrá que elegir dentro del sis
tema la norma que mejor resuelva el conflicto, optando por 
la validez casuística de una sobre la otra. En cambio, si el 
intérprete se halla en un conflicto entre principios, que es 
el conflicto que generalmente distingue a los derechos hu-
manos, la metodología le sugerirá ponderar el contenido de 
éstos bajo la perspectiva general de una interpretación escép
tica y correctora, y bajo el auspicio de una serie de principios 
instrumentales y de técnicas interpretativas pertenecientes 
a las limitantes del sistema. 

En suma, es importante concluir que las nociones acer
ca de los dos bloques culturales en los que se desenvuelve 
la actitud de los abogados en los que recayó la reforma cons
titucional en materia de derechos humanos es orientadora 
de su criterio pero en ningún momento definitiva. Conocer 
las determinaciones culturales nos es útil para compren-
der un poco las causas por las cuales dobles discursos nos 
embisten día a día y no agotar de más las ideas buscando 
los hilos negros. Estos contenidos culturales, como ya lo he
mos visto, tienen una carga política significativa y los facto-
res son muy variados e incluso ajenos, no obstante, contamos 
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con la posibilidad de que los contenidos culturales nos cuen
ten otras historias dependiendo el contexto de la función 
jurídica.

Por más que la cultura de los derechos humanos pueda 
ser la tendencia hoy día, jamás resolveremos todos nuestros 
litigios en esos términos, puesto que los derechos huma-
nos son la clase más alta y compleja de una serie de dere-
chos sustantivos y procesales más sencillos que necesitan 
simpleza para lograr los primeros. No podría pensarse en 
un sistema judicial que todo el tiempo resolviera sobre la 
base de la aplicabilidad de la Constitución. Por otro lado, 
tampoco podría pensarse en un imperio de la ley mecánico 
que no tuviese un límite en el ejercicio del poder, y que de 
forma por demás indiferente tratara todos los problemas ju-
rídicos como puro cotejo de enunciados normativos lisos y 
llanos con lo sucedido en la realidad. 

Los derechos humanos necesitan no sólo de una filo-
sofía que los vuela una ideología, necesitan también de un 
sistema que los vuelva una realidad capaz de cambiar la 
vida de las personas.
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